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Resumen 

 

Esta presentación se ocupa de señar aspectos relacionados con la notificación personal por medio 

de medios electrónicos, referenciando los cambios de enfoque que se han producido a través de los 

años, los cuales se han intensificado con la expedición del Decreto 806 de 2020. Su objetivo 

principal, se basa en analizar las implicaciones jurídicas de los términos de ejecutoria entre de las 

notificaciones electrónicas personales contempladas en la ley 2213 de 2022 con respecto de las 

contempladas en la ley 1437 de 2011. 

 

Se aborda el estudio de la cuestión desde un método de revisión documental de fuentes legales, 

jurisprudenciales y doctrinales, a partir de un enfoque descriptivo-comparativo, que se conjuga con 

las características de una investigación inductiva, que se desarrolla desde una perspectiva 

cronológica en la cual se van descubriendo las formas de evolución de la notificación personal y la 

inclusión de medios electrónicos para realizarla. 

 

Su principal conclusión tiene que ver con la visibilizacion de la evolución de las tecnologías al servicio 

de la rama judicial en el apartado específico de las notificaciones, en lo que puede decirse que no 

se trata de una construcción reciente, ya que Colombia desde el siglo XX ha venido implementando 

medidas como el reconocimiento del mensaje de dato con valor judicial y otras normas que han 

favorecido el uso de medios digitales; por lo tanto, la implementación de la notificación personal 

electrónica desde el año 2020, es una consecuencia de estos avances, que en su aplicación 
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práctica, han demostrado la necesidad de ajustes que, para el caso, han venido a ser abordados 

por la jurisprudencia para atender casos como la antinomia en lo relacionado con el término para 

llevar a cabo la ejecutoria de las notificaciones, lo cual ha venido a pacificar la cuestión permitiendo 

la salvaguarda de los principios de igualdad, seguridad jurídica y coherencia.  

 

De acuerdo a ello, el principal aporte de este trabajo se centra en la sistematización de la evolución 

de la notificación personal electrónica, así como el análisis de las alternativas de implementación de 

estas, de acuerdo con las soluciones que desde la jurisprudencia se abordan en cuanto a las 

posibles discordancias legales.  

 

Palabras Clave: Notificación electrónica, proceso judicial, derechos fundamentales, mensaje de 

datos, justicia digital.  

 

 
1 Trabajo de grado presentado para optar por el título de Especialista en Derecho Procesal. Asesora: 

Mónica Lucía Fernández Muñoz. 
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Introducción 

 

 Partiendo del carácter informativo de las 

notificaciones para asegurar el cumplimiento 

del principio de publicidad dentro del proceso, 

es posible deducir sus implicaciones en el 

aseguramiento de derechos; de acuerdo a 

esto, la forma en la que se realiza acción 

procesal, debe estar acorde a una serie de 

parámetros para que resulte efectiva y 

garantista para todos los sujetos intervinientes.   

 

Dando alcance a esto, la implementación del 

uso de nuevas tecnologías en el proceso 

judicial, ha cambiado la manera de llevar a 

cabo determinados pasos, uno de ellos, sino el 

más importante, la notificación, como por 

ejemplo lo contempla el artículo el artículo 205 

de la ley 1437 de 2011, el cual permite la 

notificación por medios electrónicos. De otra 

parte, la Ley 2213 de 2021, mediante la cual se 

establece la permanencia del Decreto 806 de 

2020. 

 

Frente a estas construcciones legales se puede 

identificar una diferencia entre normatividades, 

respecto de lo que se entiende por surtida la 

notificación, situación que ha sido abordada por 

el Consejo de Estado, pero que vale la pena 

profundizar desde los cimientos de la 

producción de esta antinomia, para lograr un 

entendimiento profundo de las implicaciones de 

estas disparidades legales en torno al 

aseguramiento de derechos.  

 

De esto deriva la importancia de estudiar la 

posible transgresión al principio y al derecho de 

igualdad frente a los términos para interponer 

las acciones judiciales, lo que deriva también en 

ambigüedad en las interpretaciones que, en un 

momento dado, puede lesionar a una de las 

partes, siendo necesario analizar las 

condiciones en que las normas conciben el 

tema de las notificaciones por medios digitales 

y sus implicaciones jurídicas.  

 

De acuerdo a esto, se plantea la pregunta de 

investigación según la cual es necesario 

conocer ¿De qué manera se interpreta la 

diferencia de los términos de ejecutoria entre las 

notificaciones electrónicas personales 

contempladas en la ley 2213 de 2022 respecto 

de las contempladas en la ley 1437 de 2011?, 

ello partiendo de hipótesis cuya declaración 

señala que la diferencia de los términos de 

ejecutoria entre las notificaciones electrónicas 

personales contempladas en la ley 2213 de 

2022 respecto de las contempladas en la ley 

1437 de 2011, son potencialmente vulneratorias 

del principio de igualdad, por cuanto, en 

situaciones procesales con similitudes 

importantes, a pesar de ser de jurisdicciones 

diferentes,  se acogen términos diferentes, sin 

una justificación que invoque un criterio frente a 

dicha situación.   

 

Así pues, este trabajo reviste una importancia 

académica y práctica, en la medida que permite 

explorar un tema relativamente novedoso, ya 

que no se han revisado sus verdaderos 

alcances en cuanto al aseguramiento de 

derechos respecto de la forma como se 

contempla la notificación personal en la ley 2213 
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de 2022 y en la ley 1437 de 2011. 

   

Es conveniente por cuanto el desarrollo de la 

pregunta de investigación va a dar claridad 

frente la forma como las diferencias en la forma 

de notificación personal influyen en el 

aseguramiento de derechos y puede tener 

efectos en otras garantías como el debido 

proceso.  

 

Conforme a ello, es necesaria la realización de 

dicho estudio, teniendo en cuenta que la 

administración de justicia se mueve 

aceleradamente hacia escenarios de 

virtualidad que deben ser de manejo y atención 

por los profesionales del derecho, muy 

especialmente en lo que tienen que ver con la 

notificación en las diferentes etapas 

procesales, con las implicaciones sociales que 

esto tiene en los escenarios de seguridad 

jurídica y coherencia.  

 

Planteadas las cosas, desde ese enfoque, se 

procede a señalar como objetivo general de la 

investigación, el que se ocupa de analizar las 

implicaciones jurídicas de los términos de 

ejecutoria entre de las notificaciones 

electrónicas personales contempladas en la ley 

2213 de 2022 con respecto de las 

contempladas en la ley 1437 de 2011. 

 

Para ello, se procede en primer término a 

relacionar los cambios que ha generado la 

administración justicia a partir de la 

implementación de tecnologías de la 

información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales desde la ley 527 de 1999 

hasta la ley 2213 de 2022. 

 

De igual forma, es necesario conceptualizar la 

función procesal de la ejecutoria de la 

notificación personal en las diferentes 

jurisdicciones. Por último, se reconoce como 

importante argumentar la importancia de los 

principios de igualdad, seguridad jurídica y 

coherencia en relación las actuaciones procesales 

en el contexto de uso de nuevas tecnologías 

 

Método 

 

Se presenta como una investigación de orden 

descriptivo-comparativa que se lleva a cabo 

desde una perspectiva inductiva, puesto que 

procede a revisar las fuentes doctrinales, 

jurisprudenciales y legales de la cuestión, desde 

el todo de las notificaciones, hasta llegar al tema 

especifico de la antinomia resuelta por el 

Consejo de Estado en el año 2022, todo ello 

desde la utilización del instrumento de revisión 

documental de fuentes secundarias. 

 

Se trata de una investigación en la que la 

revisión del material de consulta obedece a un 

factor cronológico que ha permitido la 

referenciación de las fuentes en orden, de 

manera que se lleva al lector a un recorrido por 

la evolución de las notificaciones en Colombia y 

su actual panorama a la luz de los nuevos 

enfoques adoptados luego de la pandemia del 

Covid-19. 

 

La confiabilidad de este estudio se basa en que 

las fuentes fueron tomadas de sitios autorizados 

como repositorios de las diferentes 



5  

universidades, páginas web gubernamentales 

para la consulta de las normas y jurisprudencia, 

así como de material bibliográfico físico y 

electrónico. De este modo, el producto, se 

encuentra cumpliendo un diseño metodológico 

que da forma y ruta a los contenidos que se 

presentan a continuación.  

 

DISCUSION  

 

Cambios en la administración justicia a 

partir de la implementación de tecnologías 

de la información y las comunicaciones: Un 

recorrido desde la ley 527 de 1999 hasta la ley 

2213 de 2022. 

 

Se inicia realizando un recorrido histórico por 

los cambios que se han presentado en la 

justicia, a medida que se ha dado la 

implementación de las tecnologías, para ello, 

es necesario mencionar como primer referente, 

la novedad que se  produjo con la ley 8 de 1970, 

en  donde se reconocía el computador como 

elemento auxiliar de la administración pública y 

de la justicia,  fomentando  incentivos para 

generalizar la utilización de dicho elemento. 

(Congreso de la República de Colombia ley 8, 

1970). Fortaleciendo su importancia, 

posteriormente con la ley 98 de 1993 articulo 2, 

en la que se equiparan las publicaciones 

tradicionales a las publicaciones mediante 

medios electromagnéticos.  

 

Más adelante, el Decreto 2150 de 1995 

obliga a las entidades de administración 

Pública a la implementación y utilización dentro 

de sus programas de gestión, mecanismos de 

transmisión electrónica de datos cuyo objetivo 

radicaba en crear un canal entre los usuarios y 

las entidades, que permitan la interacción donde 

se pueda recibir la información requerida a sus 

actuaciones frente a la administración  (Parra 

Sichaca, 2019).  

 

A su vez, durante la misma década, otra 

de las leyes que dan un empujón a la utilización 

de medios electrónicos como herramientas 

auxiliares en la administración de justicia, es  la 

ley  270 de 1996 que en su  artículo 95, se 

encomienda al Consejo Superior de la 

Judicatura el deber de “propender por la 

incorporación de tecnología avanzada al 

servicio de la administración de justicia” 

(Congreso de la República de Colombia ley 279, 

1996), cuyo fin de esta norma era en su 

momento, la de enfocarse en mejorar la práctica 

de pruebas, en lo concerniente  al 

mantenimiento de los expedientes y el uso  de 

los  diferentes medios técnicos, electrónicos, 

informáticos y telemáticos, para el cumplimiento 

de sus funciones (Parra Sichaca, 2019).  

 

Al mismo tiempo, inspirados por los 

avances tecnológicos y sus diferentes formas 

de aprovechamiento, se adopta la factura 

electrónica para equiparando su importancia 

legal y comercial a la factura física, a través del 

Decreto 1094 de 1996 y el Decreto 1165 del 

mismo año, en los cuales se estipulan reglas 

para la utilización de equipos de computación 

que se utilicen para el almacenamiento, 

comunicaciones y software (Montoya , 2018) 

(Diaz, 2008).  
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También se visualiza la Circular 14 de 

mayo de 1997 expedida por la secretaria de 

Justicia de la Presidencia de la República en la 

que reconoce la importancia del derecho de 

petición mediante el uso de las herramientas 

tecnológicas, el cual debe asumirse al mismo 

nivel como si fuese una petición de la que trata 

el artículo 23 de la Constitución Política de 

Colombia (Parra Sichaca, 2019). 

 

En materia procesal con la ley 527 de 

1999, se hace una mención directa a los 

documentos electrónicos y como estos pueden 

operar como elementos de prueba, 

adentrándose a una nueva era en materia 

procesal, donde los documentos informáticos, 

tienen la misma validez y seguridad que la 

proporcionada por documentos físicos; esto 

provoca regulaciones específicas para la 

admisibilidad de los mismos, como la que se 

encuentra contenida en el artículo 9 de la ley 

527 de 1999 la cual  señala que: “se 

considerará que la información consignada en 

un mensaje de datos es íntegra si ha 

permanecido completa e inalterada, o si se ha 

adicionado algún endoso o cambio que sea 

inherente o propio de su mismo proceso de 

comunicación, archivo o presentación” 

(Congreso de la República de Colombia Ley 

527, 1999).  

 

Sobre la misma base se encuentran los 

artículos 10 y 11 de la ley 527 de 1999, en los 

que se mencionan los lineamientos específicos 

para la admisibilidad de los mensajes de datos  

cumpliendo con los criterios generales de 

valoración probatoria. De igual forma, se refiere 

el Acuerdo PSAA 063334 de 2006, el cual, 

recoge disposiciones de lo que para ese tiempo 

se denominó “Gobierno en línea para la Rama 

Judicial”, reglamentando la utilización de 

medios electrónicos e informáticos en el 

cumplimiento de las funciones de 

administración de justicia (Ortiz, 2015). 

 

En materia penal, con la implementación 

de la oralidad, los Actos Legislativos 3 de 2002 

y 6 de 2011, establecen las audiencias plenas 

orales, que obliga a la adopción de un plan de 

adaptación electrónica de las instalaciones para 

llevar la audiencias a cabo, señalando que esto 

permite el paso que dichas actuaciones como la 

notificación electrónica en materia penal, 

tengan asidero en el Código Penal vigente, de 

acuerdo a lo que establece el artículo 169 de la 

ley 906 de 2004 en el que señala expresamente 

que de manera excepcional (ahora prioritaria) 

que las formas de realizar la notificación puede 

ser mediante “comunicación escrita dirigida por 

telegrama, correo certificado, facsímil, correo 

electrónico o cualquier otro medio idóneo que 

haya sido indicado por las partes” (negrillas 

fuera del texto de la norma) (Congreso de la 

Republica ley 906, 2004). 

  

Como una forma de adaptación al nuevo 

escenario, el Código General del Proceso 

hablando en el tema probatorio, reconoce  las 

pruebas que son admisibles en el proceso para 

la formación del convencimiento del juez para 

una toma de decisión, se incluyen las pruebas 

tecnológicas como un medio probativo válido en 

la legislación colombiana. (Congreso de la 

República de Colombia ley 1564, 2012), en una 
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demostración de la tendencia que empieza a 

desarrollarse y fortalecerse en el país. Sumado 

a ello, en el artículo 291 que habla de la 

práctica de la notificación personal, tanto las 

personas jurídicas como privadas, deberán 

registrar su dirección electrónica, pero no 

específica cual es el alcance de esto, situación 

que iría a ser desarrollada más adelante. 

 

No obstante, con la expedición del 

Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, 

el artículo 205 reconoce la posibilidad y la 

notificación por medios electrónicos con la 

condición de que la providencia sea enviada 

utilizando mecanismos que garantizan la 

autenticidad integral del mensaje, garantizando 

que se realice la conservación del registro para 

la consulta permanente en línea, por parte de 

cualquier interesado. 

 

Así las cosas, no fue sino hasta la el 

emergencia sanitaria decretada en el año 2020 

por cuenta de la pandemia del Covid-19,  que 

se vendrían a  establecer una norma más 

específica para reglamentar las notificaciones 

personales a través del envío de mensaje datos 

a dirección electrónica; frente a esto, se hace 

imperiosa la solicitud de direcciones 

electrónicas para realizar la notificación,  

teniendo en cuenta, incluso, las que se 

contengan en las bases de datos como cámara 

de comercio, superintendencias, entidades 

públicas o privadas, incluso las que se 

encuentran registradas en páginas web o redes 

sociales, marcándose un hito en esta materia, 

de acuerdo a lo que establece el artículo 8 del 

Decreto 806 de 2020. 

 

De acuerdo con el aporte que hace 

Ramos, se puede reconocer al respecto que la 

incorporación de la tecnología en la Justicia ha 

sido un objetivo de la Rama Judicial colombiana 

desde hace más de dos décadas; sin embargo, 

cuando llegó la pandemia de la Covid – 19, los 

avances eran pocos. La situación sanitaria 

cambió todo, posiblemente de forma 

irreversible: comenzó a remover la resistencia al 

cambio, impulsó soluciones tecnológicas exprés 

y llevó al consejo Superior de la Judicatura a 

desplegar intensivamente su papel como 

órgano de gobierno y administración de la Rama 

Judicial (Ramos, 2022). 

 

En la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo se presenta la ley 2080 de 2021, 

por medio de la cual se reforma el Código de 

Procedimiento Administrativo; en el artículo 56 

de esta normatividad, se reconoce la 

notificación electrónica, señalando que las 

autoridades podrán notificar sus actos a través 

de medios electrónicos, pero deja abierta la 

posibilidad de que el administrado pueda no 

aceptar la notificación por este medio, a menos 

que sea de uso obligatorio por medio de la 

adopción de reglamentos por parte la entidad 

administrativa. En el mismo contexto, se 

reglamente el expediente electrónico como el 

conjunto de documentos electrónicos 

correspondientes al proceso administrativo, del 

cual debe conservar las condiciones de 

autenticidad, integridad y disponibilidad. 

 

Otra referencia importante que da 
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cuenta de los cambios en administración de 

justicia a partir de la implementación de 

tecnologías, es la ley 2213 del 2022, en la cual 

se establece la vigencia permanente del 

Decreto Legislativo 806 del 2020 en donde se 

adoptan  medidas para implementar 

tecnologías de la información y 

comunicaciones en las actuaciones judiciales 

en aras de agilizar y flexibilizar la atención del 

servicio de justicia; esta ley contiene la misma 

reglamentación  en lo referente a las 

notificaciones personales que las adoptadas en 

el en el Decreto 806 de 2020, el cual fue 

expedido con ocasión  de la emergencia 

económica, con la particularidad que su uso se 

hace permanente para su debido cumplimiento 

en todas las jurisdicciones.  

 

En la actualidad, muchas son las 

ventajas que se pueden destacar de la 

notificación por medios electrónicos, tanto para 

las partes, como para el sistema judicial en sí, 

ya que resulta ser un mecanismo más eficiente 

que el envío de notificaciones por correo, por 

tratarse de un ejercicio inmediato. De otra 

parte, la notificación electrónica resulta ser más 

segura, ya que se puede confirmar la recepción 

de la notificación. De igual modo, contiene 

mejor aceptación a nivel de cuidado del medio 

ambiente, puesto que, al no utilizar papel, 

reduce el impacto ambiental que puede llegar a 

generar la administración de justicia. También 

ofrece una mayor accesibilidad, ya que las 

partes pueden recibir notificaciones 

electrónicas en cualquier momento y lugar; Por 

último, la notificación utilizando medios 

electrónicos es más económica que el envío de 

notificaciones por correo tradicional, lo que 

puede ahorrar mucho dinero en costos de envío 

y manejo (Castaño, 2021). 

 

Sin embargo, es necesario anotar que 

las condiciones de aplicación de estas normas 

que propenden por la implementación de 

medios tecnológicos en la administración de 

justicia, dentro  de los cuales se encuentra la 

notificación electrónica,  tienen grandes 

dificultades respecto de la disponibilidad de 

posibilidades técnicas lo suficientemente 

buenas para evitar fallos, retrasos e imprevistos 

de conectividad, sobre todo en las zonas más 

apartadas del país, en donde constantemente 

por sucesos relacionados con temas técnicos, 

es difícil el cabal cumplimiento de los objetivos 

que inspiraron la permanencia de estas 

posibilidades procesales de manera remota.  

 

La anterior falencia general enfatizada 

por la falta de lineamientos específicos de 

integración entre los entes gubernamentales, lo 

cual permita direccionar la correcta 

implementación de la tecnología en el acceso a 

la justicia, ello aunado a la falta de integración 

entre las políticas expedidas por el Ministerio de 

Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones (MinTIC) y las directrices de la 

Rama Judicial (Tirado & Caceres, 2021). 

 

Conforme a esto, es posible argumentar 

que muchos han sido los cambios que se han 

realizado para conducir al aparato judicial hacia 

la digitalización, no obstante, también se 

presentan circunstancias que limitan el 

adecuado desarrollo de estos procesos, y las 



9  

ventajas que se reconocen, tanto a nivel de 

efectividad de la justicia, como a nivel 

económico y social.  

 

 

La función procesal de la ejecutoria de la 

notificación personal en las diferentes 

jurisdicciones.  

 

Para abordar los aspectos relacionados con la 

función procesal de la ejecutoria la notificación 

personal, es necesario recordar el aspecto 

conceptual de la notificación, la cual   se 

concibe como una  forma mediante de dar a 

conocer con toda la formalidad legal a las 

partes, a terceros y los demás interesados, una 

resolución o providencia en una actuación 

judicial o administrativa, la que resulta ser 

necesaria para llegar a una decisión o una 

sentencia (Devis Echandía, 1981). 

 

Se trata de una de las técnicas más solemnes 

y formalizadas del proceso, ya que se trata de 

la comunicación en donde se incluye la 

actuación mediante la cual el funcionario 

atestigua haber entregado a una persona la 

copia escrita o digital de un acto que debe 

hacerse conocer, determinando la ocurrencia 

de efectos y consecuencias para los 

interesados en el trámite procesal (Parada, 

2004). 

 

De acuerdo a ello, es importante resaltar que 

este mecanismo asegura el cumplimiento de 

principios procesales como la publicidad y la 

contradicción; de modo que, mientras la 

providencia o resolución  no se encuentren 

debidamente publicadas es inexistente, hasta 

tanto, no se ponga en conocimiento de las 

partes interesadas, de ahí que, cuando se 

produce el acto de notificación comienzan a 

correr los términos,  para que se puedan activar 

alternativas como las excepciones, recursos o 

cualquier otra posibilidad para modificar o 

invalidar dicha sentencia o resolución. Según la 

Corte Constitucional los actos judiciales o de la 

administración solo pueden ser oponibles a las 

partes, “cuando sean realmente conocidos por 

las mismas, a través de los mecanismos de 

notificación que permitan concluir que tal 

conocimiento se produjo. Adicionalmente, este 

procedimiento otorga legitimidad a las 

actuaciones de las autoridades administrativas 

y judiciales” (Sentencia C-012, 2013). 

 

Desde la óptica del aseguramiento de derecho 

también tiene una finalidad importante, puesto 

que cumple un doble propósito: de un lado, 

garantiza el debido proceso permitiendo la 

posibilidad de ejercer los derechos de defensa 

y de contradicción, y de otro, asegura los 

principios superiores de celeridad y eficacia de 

la función judicial” (Consejo de Estado, 2014),  

esto desde la perspectiva del establecimiento 

del momento en que empiezan a correr los 

términos procesales. 

 

Dicho esto, las notificaciones fungen como 

señalamiento de ciclos y periodos en los que se 

divide el proceso, erigiéndose como 

fundamentales para el conteo de términos y 

para su publicidad; lo cual resulta indispensable 

para establecer también la ejecutoriedad de las 

decisiones, es decir los efectos jurídicos que 
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siguen en torno al proceso (Perdomo, 2004). 

Esto también, como una forma de 

aseguramiento de derechos de todas las 

personas que puedan concurrir al mismo, de 

modo que puedan estar informadas de lo que 

ocurre y ocurrirá en torno a los temas 

ventilados; en suma, saber cuáles serán las 

modificaciones que tendrán sus derechos o sus 

condiciones, a partir de las decisiones que 

tome el juez (Becerra & Vega, 2015).   

 

El Código General del Proceso, reconoce esto 

en lo contemplado en el artículo 289, cuando 

establece que “Las providencias judiciales se 

harán saber a las partes y demás interesados 

por medio de notificaciones, con las 

formalidades prescritas en este código” 

(Congreso de la República de Colombia, 2012), 

es decir, que su relevancia es tal, que se  

encuentran taxativamente reglamentados las 

formas y mecanismos con los que se puede 

llevar a cabo esta función, resultando 

importante reconocer en este punto que los 

avances tecnológicos han ofrecido nuevas 

oportunidades y nuevos retos legales para 

adaptar esta posibilidad procesal a las nuevas 

realidades del mundo digital.  

 

Hablando propiamente dicho de la ejecutoria 

de la notificación, se menciona de manera 

general, que una vez realizada de acuerdo a las 

ritualidades y clase de notificación que dispone 

la ley, se generan efectos que dependen de la 

jurisdicción, la clase de proceso o en general 

de la naturaleza de la actuación. Es decir, que 

la notificación es el punto de partida para 

establecer el cambio de condición jurídica que 

deriva de la decisión judicial.    

 

Por ejemplo, en el procedimiento administrativo, 

se le otorga un doble propósito: “perseguir, en 

primer lugar, la adecuada y correcta marcha del 

ente administrativo; y, en segundo lugar, tutelar, 

preservar los derechos e intereses de los 

administrados, para que no sean afectados por 

la expresión de voluntad de la Administración” 

(Benavente, 2009). En base a ello, el notificar 

implica acciones positivas llevadas a cabo de 

manera específica para lograr que las personas 

a quienes van dirigidas las decisiones, puedan 

ser destinatarias de las mismas y conocer el 

alcance de sus efectos.   

 

En la era digital a la luz del Decreto 806 de 2020, 

la notificación al demandado se realiza por los 

medios virtuales  por medio de la transmisión de 

un mensajes de datos, para esto las partes  

tienen el deber de manifestar bajo la gravedad 

de juramento que el correo electrónico en el cual 

se notifica corresponde a la persona a notificar, 

“la dirección electrónica o sitio suministrado 

corresponde al utilizado por la persona a 

notificar, informará la forma como la obtuvo y 

allegará las evidencias correspondientes, 

particularmente las comunicaciones remitidas a 

la persona por notificar” (Presidencia de la 

República de Colombia Decreto 806, 2020) 

 

En este escenario el papel a desempeñar  del 

juez, como director del proceso, es el de 

asegurar el cumplimiento  de los derechos de 

todas las partes, dentro de lo cual, se encuentra 

asegurarse que la notificación cumpla la 

ritualidad señalada en la normatividad vigente, 
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por lo tanto, debe tener especial atención en  

revisar que efectivamente el correo electrónico 

que se le ha enviado a la persona involucrada, 

sea el que se encuentra registrado para efectos 

del proceso, en concordancia con el espíritu 

que pretende hacer valer las normas 

adoptadas en los últimos años, relacionadas 

con el uso de tecnologías en el proceso judicial.  

En el mismo sentido, frente al aseguramiento 

de derechos que deriva  de la notificación por 

medios electrónicos, basado en su 

ejecutoriedad en las diferentes jurisdicciones, 

es posible analizar un punto importante, 

teniendo en cuenta que es posible que por 

yerros, confusiones o dificultades técnicas, 

pudiera ser fácil caer en la indebida 

notificación, con las consecuencias procesales 

que esto trae consigo, ya que frente a las 

nuevas tecnologías,  los servidores judiciales y 

las partes, deben observar el cumplimiento a 

los parámetros señalados en las normas, ya 

que  habría una indebida notificación en caso 

en el que se omita informar la forma en la que 

se obtuvo el correo electrónico o sitio que 

recibió el mensaje de datos o no se haga 

entrega de las evidencias por los medios que 

han sido reconocidos como el correo 

electrónico que se suministra al inicio del 

proceso.  

 

Lo cierto, es que las funciones procesales que 

se persiguen con la notificación personal, más 

concretamente, con la notificación electrónica, 

deben garantizarse en su totalidad, 

independiente del mecanismo con el que se 

realicen, debido a la importancia que esto 

reporta para el ejercicio judicial de las 

diferentes jurisdicciones, en donde se ha 

demostrado, su trascendencia y 

representatividad.  

 

Importancia de los principios de igualdad, 

seguridad jurídica y coherencia en relación las 

actuaciones procesales en el contexto de uso 

de nuevas tecnologías.   

 

En el segmento anterior se empieza a hablar de las 

generalidades, contexto, beneficios y retos de la 

notificación electrónica, a la luz de la 

implementación de nuevas tecnologías; abórdese 

ahora el estudio de la cuestión, desde la 

perspectiva de aseguramiento de derechos y la 

coherencia que debe existir entre las 

normatividades que regulan este particular.  

 

Conforme a ello, se inicia explicando que los 

principios procesales en la notificación personal 

electrónica desarrollada específicamente en el 

Decreto 806 de 2020 es una expresión del 

aseguramiento de varios principios, dentro de 

los cuales destaca la economía procesal, por la 

adaptación que genera todo el aparato judicial 

al mundo digital y a la inmediatez de las 

comunicaciones; así como al ahorro de recursos 

que reducen el impacto medioambiental. Siendo 

importante mencionar los otros principios 

constitucionales de publicidad, celeridad y 

eficacia de los que se hará mención específica 

más adelante (Delgado & Montes, 2022).   

 

Es por esto, que el Decreto 806 de 2020, 

estipula formas diferentes a las opciones de los 

artículos 291 y 292 del Código General del 

Proceso, respecto a la notificación personal del 
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auto admisorio de la demanda, esto no resulta 

novedoso en sí, ya que esta modalidad de 

notificación se venía practicando en el proceso 

arbitral, así como podía darse como posibilidad 

en el contencioso administrativa. No obstante, 

el factor que hace a la notificación electrónica 

especial y trascendente en los últimos años, es 

la inesperada situación de la pandemia que la 

hace aplicable de manera inmediata, 

generalizada y ahora permanente, en todos los 

aspectos de la rama jurisdiccional a través de 

la ley 2213 de 2022. 

 

De acuerdo a esto, procédase ahora a realizar 

un barrido por las formas en las cuales la 

notificación personal electrónica garantiza los 

principios de igualdad, seguridad jurídica y 

coherencia, de cara a las posibles situaciones 

que podrían vulnerar derechos. 

 

a. principio de igualdad:  

 

Este principio tiene grandes implicaciones 

desde dos aristas, de una parte, como derecho 

fundamental consagrado en el artículo 13 

constitucional, el cual estable la misma 

protección y trato de las autoridades, 

mismos derechos, libertades y oportunidades; 

así también desde la imparcialidad que debe 

tener el proceso, para brindar garantías a 

ambos extremos procesales.  

De ahí que se enlace de manera estrecha con 

el principio de publicidad, en el cual propenden 

por las condiciones para poner en 

conocimiento las comunicaciones para que las 

partes de manera igualitaria tengan la 

posibilidad de ejercer el derecho de defensa y 

contradicción.  

 

La ley 2213 de 2022 en la descripción del objeto 

de la ley, se alinea con el aseguramiento del 

derecho a la igualdad cuando declara, que  

El acceso a la administración de justicia 

a través de herramientas tecnológicas e 

informáticas debe respetar el derecho a 

la igualdad, por lo cual las mismas serán 

aplicables cuando las autoridades 

judiciales y los sujetos procesales y 

profesionales del derecho dispongan de 

los medios tecnológicos idóneos para 

acceder de forma digital, no pudiendo, 

so pena de su uso, omitir la atención 

presencial en los despachos judiciales 

cuando el usuario del servicio lo requiera 

y brindando especiales medidas a la 

población en condición de vulnerabilidad 

o en sitios del territorio donde no se 

disponga de conectividad por su 

condición geográfica (Congreso de la 

República de Colombia, 2022). 

 

De este modo, siendo la notificación electrónica 

un mecanismo que, a pesar de las limitaciones 

que se tienen en materia técnica, se acoge 

como permanente y normal en el ejercicio de la 

función jurisdiccional, se encuentra dentro de 

los parámetros de cumplimiento del derecho a 

la igualdad, por cuanto, se encuentra 

generalizado y exequible la comunicación por 

medios electrónicos, sin menoscabo de la 

atención personal que debe brindarse a los 

ciudadanos.  

 

Esto reforzado por la postura del Consejo de 
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Estado el cual señala que el principio de 

igualdad “ exige por parte de la autoridad 

encargada de administrar justicia, la efectiva 

verificación de que ante procesos que 

obedezcan a las mismas circunstancias 

fácticas y jurídicas, sean aplicados los mismos 

derechos, deberes y obligaciones”, por lo que 

deben existir estas condiciones para que se 

verifique el aseguramiento del derecho como 

ocurre en el caso de la antinomia respecto de 

los términos, de la cual se hace una explicación 

en el último segmento de esta presentación.  

 

b. Seguridad jurídica 

 

Para abordar el tema de la seguridad jurídica 

de la notificación electrónica en Colombia, es 

necesario tener en cuenta el devenir de la 

utilización de estos medios en el administración 

de justicia, toda vez que se trata de un 

desarrollo que se ha venido implementando 

años atrás, con la inmediatez que surge por la 

pandemia, pero en su aplicación, si bien 

requiere ajustes, brinda seguridad y 

transparencia a las actuaciones de los 

juzgados, por lo que en este punto lo que 

verdaderamente de hace importante es que el 

Estado colombiano, en cumplimiento de su 

compromiso con el gobierno digital, establezca 

instituciones o mecanismos de respaldo, 

veeduría y control de las demás plataformas 

virtuales de las entidades públicas, “esto a fin 

de que se verifique la información digital, se 

funja como respaldo, se examine la rapidez, la 

economía, la seguridad, la confidencialidad y el 

tratamiento de la información de las demás 

plataformas virtuales públicas” (Gil Oñate, 

2019). 

 

Desde la perspectiva del Consejo de Estado 

amén de las notificaciones personales en el 

ámbito electrónico, señala que “la finalidad de 

garantizar la confianza legítima y la seguridad 

jurídica en el sentido que los preceptos 

normativos sean aplicados de manera uniforme 

frente a casos semejantes” (Consejo de Estado, 

2022), siendo enfático en reconocer que  

“Esta confianza no se garantiza con la 

sola publicidad del texto de la ley, ni se 

agota en la simple adscripción nominal 

del principio de legalidad. Comprende 

además la protección a las expectativas 

legítimas de las personas de que la 

interpretación y aplicación de la ley por 

parte de los jueces va a ser razonable, 

consistente y uniforme” (Consejo de 

Estado, 2022). 

 

Por lo tanto, es posible argumentar que la 

seguridad jurídica es un punto que se encuentra 

debidamente cumplido, en la medida que las 

dinámicas y posibilidades del entorno digital, 

logran garantizar este derecho de las personas 

que acceden a los servicios de la rama 

jurisdiccional.  

 

c. Coherencia 

 

La coherencia es otro de los principios que 

pueden ser demostrados con la notificación 

electrónica en el marco de las normas que 

actualmente la rigen, puesto que se hace 

evidente la observancia de otros principios 

como la celeridad, la economía procesal; así 
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también con el aseguramiento de derechos 

como el debido proceso, igualdad y demás 

garantías que deben darse dentro del proceso.  

Así también, la coherencia se demuestra en el 

hecho de que el sistema jurídico colombiano se 

alinea con las tendencias internacionales de 

celeridad judicial, con la utilización de nuevas 

herramientas, permitiendo mayores formas en 

las que se puede llegar a las partes 

intervinientes.  

 

d. Otro escenario de análisis: 

  

En aras de continuar con el desarrollo de la 

cuestión, se procede ahora a abordar el tema 

relacionado con las diferencias en cuanto a la 

terminó de ejecutoria de la notificación personal 

por medios electrónicos, el cual se encuentra 

contemplado en la ley 1437 de 2011 y en la ley 

2213 de 2022. Pudiendo decir en primer 

término que en el artículo 203 del CPACA, 

establece quela sentencia se notificará dentro 

de los tres primeros días siguientes a la fecha 

de expedición de la misma, mediante el envío 

de su texto a través del buzón electrónico para 

notificaciones judiciales. No estante, el artículo 

52 de la ley 2080 a del 2021, señala que la 

notificación de la providencia se entenderá 

realizada una vez transcurridos dos días 

hábiles siguientes al envío el mensaje y que los 

términos empezaran a correr a partir del día 

siguiente de entendida como realizada dicha 

notificación. 

 

De igual forma el artículo 8 de la ley 2213 de 

2022, señala que la notificación personal se 

entenderá realizada, también 2 días hábiles 

siguiente al envío del mensaje, surgiendo un 

caso de antinomia en la que se presentan dos 

consecuencias jurídicas de normas diferentes, 

frente a un mismo evento, pudiéndose causar 

una confusión mediante la aplicación de la 

norma que se debe aplicar, sobre todo, para el 

establecimiento de recursos, lo cual puede 

llegar a vulnerar la garantía de derechos como 

la igualdad, la seguridad jurídica y la 

coherencia, de los cuales fue explicada su 

pertinencia y aplicabilidad en el sistema de 

notificaciones electrónicas tal como está 

concebido en la actualidad. 

 

En ese sentido,  el  conjunto de normas que 

propenden por la administración de justicia en 

términos de eficiencia  y eficiencia, presentan a 

un desajuste, el cual identificado, fue resuelto 

en  la sentencia unificación del Consejo Estado 

cuyo radicado es el  68001-23-33-000-2013-

00735-02 (68177), que toma como base la  

interpretación del artículo 2 de la ley 153 de 

1887, en donde considera que debe prevalecer 

la norma posterior, teniendo en cuenta la 

aplicación del criterio cronológico, lo que lleva a 

concluir que la notificación personal a través de 

medios electrónicos se entenderá realizada dos 

días hábiles siguientes al envío del mensaje, 

argumentando que este criterio se identifica de 

manera más coherente con el espíritu de las 

normas que han establecido como permanente 

la alternativa de notificación por medio digital.  

 

A este respecto se considera que las 

implicaciones jurídicas pueden atribuirse a la 

diferencia de los términos de ejecutoria entre las 

notificaciones electrónicas personales, si bien 
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han tenido la ocasión de causar alguna clase 

de confusión, también es cierto que el Consejo 

de Estado ha venido a clarificar la aplicación de 

la norma desde un criterio bastante ajustado al 

panorama real. Sin embargo, lo que se 

advierte, más allá del objeto de estudio frente a 

esta disparidad, es la posible oposición al 

cambio por parte de algunos sectores, que 

consideran como no viable la aplicación de la 

notificación electrónica de carácter 

permanente, con argumentos que, si bien son 

válidos respecto a las condiciones de 

accesibilidad a las nuevas tecnologías, también 

lo son los avances que en esta materia se han 

logrado. 

 

De este modo, más que generar un espacio en 

el cual se identifiquen situaciones 

problemáticas, es posible que la prioridad del 

sistema como está planteado en la actualidad, 

debe estar encaminado a que los usuarios del 

sistema judicial y los funcionarios judiciales, 

cuentan desde todos los estamentos del 

gobierno involucrados, con condiciones que 

mejoren la conectividad, desde lo cual se de 

trabajar de manera conjunta para mejorar la 

eficiencia en los mecanismos, de modo que se 

pueda proporcionar cada día más, las maneras 

en que los todos los ciudadanos puedan 

acceder de manera fácil a las canales mediante 

los cuales pueden ser atendidos.  

 

Conclusión 

 

La notificación personal por medios 

electrónicos en Colombia ha tenido un amplio 

desarrollo a través del tiempo, con la 

implementación de medios tecnológicos en la 

administración de justicia, sus principales 

avances, se dieron con el reconocimiento del 

mensaje de dato con valor probatorio en la ley 

527 de 1999, de donde se empieza a 

desprender una serie de avances que culminan 

con la necesidad de la notificación personal 

digital por cuenta de la emergencia sanitaria de 

2020.  

 

Esto desencadena una serie de adaptaciones 

legales que vienen a complementar los avances 

logrados en reglamentaciones como el Código 

General del Proceso y el Código de 

procedimiento administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo; sin embargo, con 

situaciones importantes que para el caso 

estudiado, tienen que ver con el tratamiento de 

la antinomia en cuanto al reconocimiento del 

término de ejecutoria de dichas notificaciones 

personales electrónicas, se logra verificar que  

el Consejo de Estado ha entrado a abordar esto 

en sentencia de unificación.   

 

Así las cosas, para dar respuesta a la pregunta 

de investigación, que se refiere a la  manera se 

interpreta la diferencia de los términos de 

ejecutoria entre las notificaciones electrónicas 

personales contempladas en la ley 2213 de 

2022 respecto de las contempladas en la ley 

1437 de 2011, es necesario concluir que el 

Consejo de Estado ha apelado a un argumento 

interpretativo que tienen que ver con el factor 

cronológico, en el que le da valor a la norma 

posterior, validando los términos contemplados 

en las normas recientes, es decir, de dos días 

contados a partir del envío del mensaje, de 
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modo que se unifican los criterios frente a esta 

situación en favor de los principios de igualdad, 

seguridad jurídica y coherencia.  

 

A modo de recomendación, teniendo en cuenta 

que en este estudio se percibe que la 

desconfianza en el tema de notificaciones 

personales por medios electrónicos, persiste a 

pesar de su amplio reconocimiento legal; es 

necesario continuar con los desarrollos en 

conectividad y manejo de tecnologías, para 

lograr que cada vez exista mayor confianza y 

mayor percepción de seguridad. 
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